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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Luis José Gallo Imperiale. 


MIEMBROS: Señores Representantes Miguel Asqueta Sóñora, José Quintín Olano Llano y Álvaro Vega 
Llanes. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señora Representante Alba M. Cocco Soto y señor Representante Pablo Martins. 


INVITADOS: Por la Asociación de Magistrados del Uruguay, doctora Cristina Crespo, Presidenta y doctor 
Alberto Reyes, integrante de la Comisión Directiva. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gallo Imperiale).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social recibe hoy al doctor Alberto Reyes, quien concurre en 
representación de la Asociación de Magistrados del Uruguay para dar su opinión acerca del proyecto de ley 
relativo a "Derechos del paciente terminal. Testamento vital", dado que en el articulado se hace referencia a 
la responsabilidad de los Jueces en determinadas etapas de este proceso. 


SEÑOR REYES.- Les agradezco que nos hayan recibido. 


En primera instancia, estaba prevista la comparecencia de la doctora Cristina Crespo, Presidenta de la 
Asociación, que supongo que estará por llegar, y de la doctora Anabella Damasco, Vicepresidenta, que no 
concurrirá porque está de viaje por asuntos relativos al desempeño del cargo. 


Quiero hacer una salvedad muy importante, inclusive, a los efectos de la versión taquigráfica. El proyecto de 
ley refiere a un tema sumamente delicado y en un artículo concreto atañe a la intervención judicial; sin 
perjuicio de que en este momento represento a la Asociación de Magistrados del Uruguay, lo que haré con los 


integrantes de la Comisión -a la vista de las exposiciones realizadas en otras sesiones- son reflexiones en voz 
alta con carácter provisorio. 


Antes de referirme al artículo que atañe a los Jueces -particularmente a los del fuero penal- quiero hacer 
algunos aportes al texto legal; suele suceder que luego de que se sanciona una ley uno reflexiona acerca de 
por qué no se incluyó esto o aquello, y por eso intentamos hacer las sugerencias ahora, en el momento en que 
se está elaborando el proyecto. 


Algunas de las cuestiones que señalaré ya han sido mencionadas, pero me parece útil que se reiteren. En el 
artículo 1” se habla de que "Toda persona capaz" -hay que definir qué es una persona capaz y qué se supone 
que es la capacidad de ejercer derechos, etcétera- "tiene derecho a oponerse a la aplicación de tratamientos 
y/o procedimientos médicos que prolonguen su vida con dolor, angustia o daño (...)". Como ya se señaló, no 
está claro sí los requisitos de dolor, angustia o daño deben estar presentes al mismo tiempo en el mismo caso. 
Lo planteamos porque puede darse una situación en la que no haya percepción de dolor, angustia o daño; lo 
digo con todo respeto y humildad, desde el punto de vista del profano en las ciencias médicas. Quizás la 
voluntad del legislador no sea excluir estas situaciones de lo que comprende el artículo 1*. Por lo tanto, creo 
que debería hacerse alguna aclaración, aunque me parece que al respecto algo había respondido el señor 
Presidente de la Comisión. 


Tampoco satisface demasiado al intérprete que la situación de enfermedad aparezca definida en forma un 
poco imprecisa, con los términos "terminal, incurable o irreversible". No se sabe si son opciones alternativas 
o si se habla de una enfermedad terminal, incurable e irreversible. Quizás en lugar de la "o" sería preferible 
poner una "e"; de ese modo se solucionaría el problema porque, al margen de que sería redundante, la 
intención resultaría más clara. Sin perjuicio de ello, para mi gusto esta norma es de contenido demasiado 
discrecional en la medida en que no se sabe cuándo una enfermedad será considerada terminal, incurable e 
irreversible; tendríamos que recurrir a las definiciones de la bioética y de la medicina intensiva, de los 
cuidados médicos que hacen a la prolongación misma de la vida. Podría, inclusive, tratarse de una norma 
abierta de remisión a categorías sujetas a revisión periódica. Digo esto porque lo que hoy es incurable quizás 
mañana no lo sea; podemos citar como ejemplo un estado terminal provocado por el Alzheimer. 


En definitiva, la objeción tiene que ver con la necesidad de precisar y con el carácter relativo que tienen las 
notas finales del artículo. Además, reitero que no sé si son realmente necesarias las referencias a dolor, 
angustia o daño. Inclusive, en materia de daño moral se discute mucho si hay derecho a resarcimiento si la 
persona está en estado de coma, y la discusión se abona con el argumento de que en estado de coma no se 
siente nada; por ende, hasta podría darse una cierta contradicción. 


(Ingresa a Sala la doctora Cristina Crespo, Presidenta de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


Lo relativo a la forma también tiene que ver con el artículo 4”, que refiere a cómo se revoca. Inclusive, creo 
que este artículo recibió alguna observación de la Asociación de Escribanos en cuanto a la revocación en 
forma oral. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- El doctor Reyes comentó el artículo 1” y, ahora, se está refiriendo al 
artículo 4”, ¿esto significa que los artículos 2” y 3” no le merecen ningún comentario? 


SEÑOR REYES.- El artículo 2* refiere a la forma y, por eso, lo vinculo al artículo 4”, que establece la 
forma en que se puede revocar el otorgamiento. En cuando a la elección de la forma ante escribano 
público, se puede seguir el temperamento previsto; en este sentido, también hubo objeciones de los 
médicos, creo que del doctor Berro. Rechina un poco que para la revocación se establezcan ciertas 
exigencias al paciente terminal. Pienso que, en los hechos, no se va a dar mucho que se requiera la 
presencia del escribano para revocar el testamento y quién sabe si lo podrá hacer en forma oral. Esto 
nos lleva al artículo 9”, que establece cómo se procede en defecto de la posibilidad de emitir esta 
voluntad. 


Las incompatibilidades de los testigos, previstas en el artículo 3%, son razonables. Advierto que en el 

literal C), que establece: "El médico tratante, un empleado del médico tratante o un funcionario de la 
institución de salud en la cual el titular sea paciente.", subyace la consideración de un cierto riesgo utilitario 
del proyecto. Creo que esta es una preocupación universal ante este tipo de iniciativas; se establece la 


incompatibilidad de los que tienen que ver con el tratamiento, de los empleados e, inclusive, de los 
funcionarios no médicos. 


Ni en el artículo 2* ni en el 4? se establece un requisito o un criterio de antigiiedad de la emisión de la 
voluntad respecto de la suerte de condición que se prevé. Supongamos que yo otorgo testamento vital, 
previendo que si me pasa alguna desgracia o contraigo una enfermedad que me deje en condiciones 
irreversibles, no quiero que se me apliquen los llamados tratamientos extraordinarios para prolongar la vida. 
Ahora bien, debemos tener en cuenta que esto lo pude haber formalizado diez o veinte años antes de hacerlo 
efectivo y que puedo no estar en condiciones de revocarlo. Por eso, pienso que el transcurso del tiempo 
debería estar contemplado de alguna manera. Creo que en alguna ley se establece la renovación o la vigencia 
limitada, que tiene relación con el avance de la ciencia médica y con los cambios que todos tenemos en 
nuestra vida, ya que un día podemos estar muy optimistas y claros en cuanto a cómo vamos a proceder en 
una situación semejante y, otro, podemos estar aferrados a la vida como sea. Entonces, pienso que la 
consideración del tiempo en el que se emite el testamento en relación al momento en que se aplica el 
testamento vital debería estar reflejado en alguna norma. 


En el artículo 7* también subyace el criterio utilitario. Me refiero a que, por un lado, hay una consideración 
ética -lo dicen los autores del proyecto- y, por otro, un fundamento de seguridad del médico. Acá lo que hay 
es la prevención de un riesgo -figura en los artículos 7%, 12 y 13- en el sentido de que esto no dé lugar a 
manejos inescrupulosos, lo que no es una cuestión menor. Lo mismo que se trata de evitar, de considerar y de 
proteger -es decir, esos bienes atendibles que son la seguridad del médico y, antes, la libertad del individuo-, 
podría tener una consecuencia en el sentido contrario. Esto dependerá de cómo se instrumenten los controles 
y demás. En este punto apareceremos los Jueces y veremos si es suficiente la forma en que esto esté 
regulado. 


El artículo 9” establece: "En caso de que el paciente, como consecuencia de su enfermedad incurable, 
terminal o irreversible, no pueda expresar su voluntad conforme al artículo 2", [...]". No me queda claro si la 
intención es que sea una norma residual, para el caso de que el paciente no haya otorgado testamento vital; 
estamos de acuerdo en que no es obligatorio, en que no es preceptivo para nadie. ¿Qué pasa si el paciente 
otorgó un testamento vital y no se sabe si quiere revocarlo porque no está en condiciones de emitir su 
voluntad en sentido contrario? Entonces, pienso que no estaría mal hacer una aclaración más precisa y que el 
artículo 9” estableciera: "En caso de que el paciente, haya otorgado o no testamento vital, y como 
consecuencia de su enfermedad no pueda expresar su voluntad conforme al artículo 2* y al artículo 4” (...)", 
que tiene que ver con la revocatoria. Me parece que habría que establecer los dos casos, porque de esa 
manera quedaría contemplada la intención. Debemos tener en cuenta que la persona, en un segundo de 
lucidez, podría haber dicho que daba marcha atrás con el otorgamiento. Aquí está todo el tema de cómo 
apreciar la validez del consentimiento en uno y otro caso: en uno, el evento previsto como condición está 
lejos en el tiempo y, en otro, está demasiado cerca 


También quiero decir que no se trata de un negocio jurídico -como vi por algún lado- en el que deben 
aplicarse las reglas de interpretación de la voluntad que todos conocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez, esa fue una apreciación no muy adecuada. 


SEÑOR REYES.- Creo que el negocio jurídico acá no tiene lugar; si no, estaríamos en el terreno del 
objeto ilícito, la autolesión, etcétera. 


El artículo 9” también establece: "En el caso de incapaces dicho aval será expresado por sus representantes 
legales". Me parece que el proyecto se olvida de la preceptiva intervención del Ministerio Público, tanto en el 
caso de los incapaces como en general, lo que figura en el artículo 10, es decir de todos los que tienen que ser 
comunicados para su eventual oposición. Creo que si incluimos al Juez también habría que incluir al Fiscal, 
al Ministerio Público o, de repente, no incluir a ninguno. Ni qué hablar que cuando se trata de incapaces, 
necesariamente tendría que existir esa intervención. También me pregunto si en el caso de que la persona no 
pueda manifestar su voluntad en ninguno de los sentidos -ni el de otorgar ni en el de revocar-, ahí no estamos 
ante una situación de incapacidad que justifica, por imperio legal, la intervención del Ministerio Público, que 
por ley orgánica tiene la intervención preceptiva en situaciones análogas. 


Ahora bien, llegamos al artículo 10 que supone el diagnóstico que determine que la enfermedad es una de las 
implicadas en el artículo 1%, es decir "terminal, incurable o irreversible", por lo que reitero que sería bueno 
objetivar un elenco de ellas o una base de consenso en cuanto a en qué procedimientos o situaciones se está 
pensando desde el punto de vista médico. En esos casos, cuando se asume esa situación, el artículo 10 dice 
que "(...) el médico tratante deberá comunicar, en forma previa, a la Comisión de Bioética de la institución 
donde el paciente se trate, al Juez Penal competente y al Banco Nacional de Órganos y Tejidos, no pudiendo 
suspenderse el tratamiento hasta cuarenta y ocho horas después de realizadas las comunicaciones prescriptas 
precedentemente, o que haya en dicho plazo, una oposición de cualquiera de los órganos mencionados”. Esta 
solución me recuerda a la intervención del juez competente en el caso de las clausuras de la DGI -pido 
perdón por la analogía, porque es una barbaridad-, porque si no dice nada, quiere decir que se puede. Pero en 
cuarenta y ocho horas ¿el Juez qué puede decir? Repito que esta es una opinión personal -aunque vengo aquí 
como integrante de la Comisión Directiva de la Asociación de Magistrados del Uruguay- y no de un Juez 
Penal, que no lo soy, pero en las leyes a las que he podido acceder no he visto -tal vez tenga un conocimiento 
parcial o incompleto- una intervención judicial de este tipo, o una judicialización o control judicial a priori de 
esta situación. Como sabrán, no es lo usual en la Justicia Penal que es de carácter más sancionatorio que 
preventivo. 


¿Qué se pretende del Juez Penal? Supongo que se pretende que si advierte algo sumamente notorio, como un 
desarreglo manifiesto o un desajuste del caso con la norma, comunique su oposición; pienso que la idea debe 
ser la de apuntar a un control en ese sentido. No sé el volumen de asuntos de esta naturaleza que puedan 
existir, cuántos casos habrá ni tampoco la interpretación, y aquí estamos proyectando la aplicación. Yo he 
tenido oportunidad de ver comentarios sobre la evolución de este tema en otros países, casualmente todos del 
primer mundo, porque esta sería una ley pionera en la región pero dentro de un sistema de salud en ciernes de 
ser modificado sustancialmente. Entonces, supongo que el Juez Penal tendrá una comunicación de estas muy 
de tanto en tanto; no lo sé porque desconozco con qué frecuencia sucede esto, lo que los médicos sí 
conocerán. 


Hasta el momento, estas situaciones no llegan a los jueces, aunque alguna vez han llegado. A mí en particular 
me sucedió en Maldonado, siendo Juez Civil -antes del caso que cita el doctor Berro, de la doctora Schroeder, 
relativo a una transfusión en testigos de Jehová-, una situación idéntica que me derivó el Juez Penal, porque 
él decía que no tenía intervención ya que actuaba cuando había un hecho de apariencia delictiva y, 
naturalmente, la intervención se le estaba pidiendo por parte de los médicos para tener la seguridad de que no 
iban a ser procesados por omisión de asistencia, y por tanto el Juez no podía dejar de actuar. Y aquí ¿qué pasa 
si el Juez Penal entiende lo mismo? Entonces, esto es un salvoconducto y después el Juez Penal u otro Juez 
no podrían revisar y decir que aquella situación que fue autorizada, en realidad fue mal autorizada. A lo que 
voy es a que esta norma necesita la definición del alcance, el fundamento y el trámite, en caso de oposición; 
sobre todo en ese caso porque hay superposición de órganos a los cuales hay que comunicar. 


Además, leí que en la exposición de motivos se dice que si se opone el Juez Penal se paralizaría todo -creo 
que esa es la idea-; sin embargo me parece que eso no surge claro del texto de la norma. Supongan que a la 
Comisión de Bioética le parece bien y ajustado a la ley pero no le parece lo mismo al Juez Penal. Entonces, 
en ese tipo de situaciones de conflicto entre los Órganos -no sé si esta es la palabra correcta pero se habla de 
"órganos"; de alguna manera había que comprender a todos y se optó por ese término-, si hay un desacuerdo 
del Juez Penal con el resto de los llamados a intervenir y eventualmente oponerse, ¿cómo se dirime el caso? 
¿Prevalece la autoridad judicial? Parece ser que esa es la intención de los proyectistas. Pero también se habla 
de una suerte de alzada para la Comisión de Bioética y eso supone, entonces, que el Juez Penal no se opuso, 
porque si lo hubiera hecho habría una Comisión de Bioética que actuaría como alzada del Juez Penal y eso 
sería algo caótico. 


También insisto en que no está definido -y habría que hacerlo- el alcance de ese pronunciamiento o, mejor 
dicho, de ese silencio del Juez Penal. ¿Eso inhibe a otro Juez Penal para proceder al enjuiciamiento si se lo 
requiere un Fiscal por omisión de asistencia o por alguna otra conducta delictual como, por ejemplo, algún 
otro dolo o una conducta no omisiva? 


Este artículo 10 -que es el que en definitiva nos atañe- es el que nos preocupa, y no solamente porque los 
Jueces seamos quisquillosos y cada vez que nos ponen en un brete de estos queramos sacarnos la 
responsabilidad, o como decimos vulgarmente los médicos quieren zafar pero nosotros no podemos permitir 
eso porque no está dentro de nuestra función judicial dar este tipo de autorizaciones. Más allá de eso, que es 


muy opinable, si se quiere reglamentar una intervención semejante se debe hacer con suma escrupulosidad, 
es decir con suma claridad para no distorsionar el estado actual de cosas. Llegado el caso, quizás, la solución 
sea prescindir de esa intervención previa. Sé que los médicos van a decir: "Pero entonces estamos en la 
misma situación de inseguridad anterior a la ley", y creo que no, porque si se crea esta Comisión de Bioética 
y cada institución médica tiene una, pienso que en definitiva será muy poco probable que haya un 
apartamiento del cumplimiento de la ley y de su espíritu y letra. Pero si, en cambio, se le da al Juez el deber 
de no convalidar, puede ocurrir que los jueces llamados a la responsabilidad quizás actúen en una forma 
demasiado cautelosa -por decirlo así-, oponiéndose por las dudas, al no tener el conocimiento que 
proporciona la experiencia médica o una Comisión de Bioética que se supone que estará integrada por 
profesionales de primera línea en bioética, que dicho sea de paso está en pañales y eso lo sabemos todos; esta 
es una disciplina bastante reciente que, inclusive, en la Facultad de Medicina aparece tratada por la medicina 
legal. ¿Entonces, podemos pretender que el Juez Penal contradiga los pronunciamientos de estas 
Comisiones? Reitero que esa sería una situación palmaria. Además, debería hacerlo en cuarenta y ocho horas 
y si no lo hiciera en ese tiempo, ¿qué pasaría? 


Dejo planteada la inquietud, que creo que es el tema principal, en cuanto a si conviene o no y si es necesaria - 
más allá de la conveniencia- esa intervención del Juez Penal competente. 


En el artículo 12 se establece el deber de "Garantizar el cumplimiento de la voluntad del paciente expresada 
en el testamento vital y documentar su existencia en la ficha médica individual". Y en el artículo 13 se dice 
que: "Las instituciones públicas y privadas de prestación de servicios de salud no condicionarán la provisión 
del servicio o discriminarán de alguna otra forma a un individuo basándose en si éste ha realizado o no un 
testamento vital. Vuelvo a decir que los artículos 12 y 13 parecen captar algún problema que no está 
enunciado pero que está en el fondo o puede darse, y que es un tratamiento discriminatorio o, eventualmente, 
algún manejo indebido del testamento vital. No sé dónde sería registrado el testamento ni dónde estaría 
fisicamente -aspecto que se habló por parte de los escribanos-, y al establecer "documentar su existencia en la 
ficha médica individual", no sé hasta qué punto sería bueno señalar si un paciente tiene testamento vital y 
otro no lo tiene; por supuesto que es imprescindible saber eso en el momento, pero no sé si la ficha médica es 
el lugar indicado, porque quizás la situación que motiva el otorgamiento del testamento vital no se dé nunca. 
No sé si en ese caso no sería mejor algún otro mecanismo que no sea el de la ficha médica -aunque no se me 
ocurre uno en este momento-, porque se supone que en estos casos, lamentablemente, a los efectos de esta 
ley, no habría urgencia por saber si el paciente tiene otorgado o no un testamento vital, desde el momento en 
que se supone que para que la enfermedad haya sido calificada como terminal, irreversible y demás, debe 
haber transcurrido algún tiempo de tratamiento. Esto también lo supongo y lo señalo como una posible pauta 
que puede ir junto con las otras, porque el artículo 1% no dice después de cuánto tiempo se puede considerar 
una enfermedad como terminal y un tratamiento como desproporcionado. Me parece que a los efectos de esta 
ley debería haber alguna consideración temporal, por más que en un primer momento eso surja a todas luces; 
digo esto sin perjuicio de otros temas que no veo planteados en este proyecto. 


Con carácter general señalo que tengo dudas en cuanto a lo que expresa la exposición de motivos relativo a 
que: "El texto dado, y los requisitos impuestos, surgen de una equilibrada intervención de agentes de 
naturaleza competentes; reitero que me queda claro que los Jueces sean naturalmente competentes para una 
situación 


de este tipo". Naturalmente que si la ley los incluye serán competentes, pero el tema es si eso es lo debido o 
si vale la pena. 


Reitero que no surge claro lo que está en la exposición de motivos en cuanto a que en caso de un 
pronunciamiento en contra de un Juez Penal la suspención del tratamiento no podrá ejecutarse; parece ser que 
se excluye todo lo otro, y tampoco sé si es bueno que eso sea así. 


En Barcelona hay una ley a cuyo respecto se comenta que fue el "fruto de un largo debate entre todos los 
partidos, iniciado en la pasada legislatura," -creo que esto fue en el año 2000 o 2001- "que ha permitido 
llegar a un consenso de todos los grupos [...] Su redacción ha motivado algunas discrepancias entre los 
partidos sobre las implicaciones del nuevo documento durante los últimos meses". Es decir que mientras 
algunos partidos equiparan la nueva ley a una despenalización de la eutanasia pasiva, otros advierten 
reiteradamente que la normativa no se refiere en ningún momento a este supuesto. En lo personal creo que 
esto está regulando la eutanasia pasiva, que es la que éticamente se valora positivamente. Está claro que el 


fundamento es el temor, el sufrimiento o no, y la dignidad humana frente a una posibilidad de ensañamiento 
terapéutico. 


Hay una encuesta realizada entre médicos -eso es lo interesante-, en el año 1991, a raíz de otro proyecto de 
los Estados Unidos, y no sé si esto ha variado, pero dice que los médicos encuestados en general son 
escépticos en cuanto a la eficacia del testamento vital regulado por la ley. Ellos "subrayaron la distancia entre 
una declaración hecha en frío y con salud, y la situación real de un enfermo próximo a la muerte. Una 
persona, decían, no puede realmente saber cuáles serán sus preferencias en caso de enfermedad terminal, y la 
mayoría sabe poco de los procedimientos existentes para prolongar la vida. En consecuencia, el testamento 
vital es de dudosa utilidad", para estos médicos. Señalo estas críticas porque pueden ser útiles para ver cómo 
contestarlas, si hay que hacerlo. 


Por otra parte, las instrucciones concretas pueden quedar fácilmente desfasadas y un "testamento vital' que 
proscriba un determinado tratamiento, por inútil, puede haber quedado anticuado cuando llegue la hora de 
aplicarlo: lo que hoy es un medio extraordinario, al cabo de los años puede ser una terapia bastante segura y 
eficaz". En cambio, "Si las instrucciones son generales (por ejemplo, 'no deseo que se me apliquen 
tratamientos inútiles, que sólo sirvan para retrasar la muerte”), no van más allá de lo ya reconocido"; inclusive 
esto sucede con el Código de Ética del Sindicato Médico, que lo establece. Entonces, aquí el tema es que 
terminamos por argumentar la necesidad de la ley en el fundamento de la seguridad de los médicos, porque 
parecería que desde el punto de vista de la ética estaría contemplado en el Código de Ética. 


También debemos preguntarnos "¿Quién interpreta? Si los médicos interpretan el 'testamento vital' podrían 
ser demandados, si lo hacen los parientes podrían forzar la medicina". Estos son planteamientos de médicos 
americanos que "temen que, si ellos cargan con ese cometido, los familiares podrían demandarles por 
tergiversar las instrucciones del paciente. Y si la misión de interpretar el 'testamento vital' se da a los 
parientes o a un apoderado designado," -que es la otra solución- "el médico podría verse obligado a actuar 
contra su conciencia profesional o contra lo que él entiende que es la voluntad o el bien del enfermo". 


También se expresa que "La libertad del paciente se cifra en el consentimiento informado. Pero mientras aún 
no está enfermo, no hay, en realidad, nada que informarle para que libremente consienta", y esto tiene que ver 
con lo que hablábamos en cuanto al lateral negocio jurídico. En estos casos puede consentir aquello que en 
realidad no tiene percibido como lo haría en el umbral de la muerte, "De modo que las instrucciones de todo 
"testamento vital' son necesariamente hipotéticas”. 


Hay otro catalán que es más duro y dice que: "El humano, hombre o mujer, es un ser inconsecuente. Puede 
cambiar de opinión, con o sin razón; lo que hace que sus promesas sean dudosas. En el caso de las decisiones 
vitales estas dependen del momento y del entorno, de las circunstancias. No es lo mismo pensar sobre la 
aceptación de cuidados dolorosos cuando se está sano físicamente, pero deprimido, que cuando se está 
realmente enfermo y angustiado. Decía Cerón 'Me moriré tras una larga agonía que me parecerá corta". Es 
que no es lo mismo pensar en la muerte que verla cerca". Entonces, parecería que todo se reduce más que a la 
voluntad expresada, a la evaluación del médico que está prevista en el artículo 9* y a las autorizaciones que 
están previstas en el artículo 10, con las observaciones antedichas en cuanto al artículo 1”, relativas a las 
definiciones no precisas y la posibilidad de revocar que queda subrayada en el artículo 4* pero que no es 
posible cuando el paciente no está en condiciones de revocar. Por eso debe quedar claramente establecido en 
el artículo 9” cuáles son los supuestos considerados, es decir no solamente aquellos en los cuales el paciente 
no tiene testamento vital sino aquellos en los que, teniéndolo, no existe la capacidad de revisarlo. Creo que 
inclusive alguien decía que en ese momento la persona no puede revisar nada y, no quiero calificar eso, pero 
no lo comparto. Ahora ya está. Hace diez años se otorgó un testamento vital diciendo que no quería saber 
nada de los esfuerzos terapéuticos extraordinarios ni del ensañamiento terapéutico. Él expresó libremente su 
voluntad, así que ahora ¿qué le vamos a preguntar? Y si quisiera decir que no, no importa. Pienso que ahí está 
la clave de la cuestión. El testamento es un consentimiento, y si no hay una posibilidad de evaluar si el 
consentimiento es libre o válido, terminamos con la cuestión del médico que evalúa y quienes autorizan que 
el médico suspenda el tratamiento. Ese es el meollo de la cuestión. 


SEÑORA CRESPO.- Reforzando un poco lo que decía el doctor Reyes, me parece que en cuanto al 
testamento vital, a su aspecto jurídico y a las intervenciones judiciales, esto debe analizarse a la luz de 
las normas sobre consentimiento. Me refiero a establecer si la persona está o no en condiciones de dar 
consentimiento, y en este último caso, quién lo da por ella. Es decir que si el testamento vital estuviera 


otorgado, firme e inscripto donde se debiera, se debe establecer quiénes están en condiciones de emitir 
voluntad para esa revocatoria, por ejemplo, porque tuviéramos un tratamiento avanzado que pudiera 
sacar adelante a una persona que no está en condiciones de emitir su voluntad. Debemos transitar ese 
camino. 


También refuerzo lo que dice el doctor desde el ámbito de los Jueces: los Jueces no podemos hacer todo. La 
misión del Poder Judicial es juzgar y ejecutar lo juzgado. Nosotros hemos optado por esta carrera con toda la 
sensibilidad que las cuestiones sociales nos ponen a la mano día tras día. Pero no podemos resolver sin un 
procedimiento exacto, qué queremos. El Juez Penal tiene por cometido someter a proceso penal a aquella 
persona que se presume que ha cometido un delito penal, y me parece que aquí estamos fuera de ese ámbito. 
Quizás estemos pensando más en un problema relativo al consentimiento y a un problema que puede 
suscitarse en el ámbito de la familia como, por ejemplo, que algunos familiares quieran seguir adelante 
porque surgió la posibilidad de un tratamiento, aún en el ámbito experimental, o no, probado en otro país, 
pero que haya una contraposición de intereses, por ejemplo, entre los hijos de la persona que otorgó 
testamento vital. 


Entonces, no me parece que esto deba debatirse en la órbita penal porque el Juez penal tiene su cometido 
específico, salvo que sospechemos algo o que la Comisión de Bioética tenga alguna presunción de que lo que 
se quiere es suspender un tratamiento para que la institución, pública o privada, ahorre dinero; entonces, el 
tema sí puede tener alguna trascendencia penal. Pero la mayoría de los asuntos que se van a tratar acá 
relativos a la revocatoria o al mantenimiento del testamento vital se van a referir al consentimiento, y, por lo 
tanto, va a hacer a los familiares o representantes legales, tutores o curadores de este enfermo. Por lo tanto, 
me parece que la intervención del Juez no puede ser una cuestión genérica. Si se quiere que haya una 
intervención judicial, lo natural sería que fuera la del Juez de Familia, porque las cuestiones relativas al 
consentimiento y revocación del testamento le corresponden, naturalmente, a los Jueces de Familia. Hoy es 
así. Ahora, cuando se presume que hay un hecho que puede tener trascendencia penal, será el Juez penal el 
que intervenga. 


SEÑOR REYES.- Con relación al derecho comparado, el doctor Berro y su colega -cuyo apellido no 
recuerdo- veían con mucho entusiasmo y gran optimismo este instrumento legal proyectado. Sin 
embargo -no sé si es una visión sesgada, pero está abonada con cifras-, en Holanda, que plantea una 
solución mucho más drástica, inclusive permitiendo la eutanasia activa, hay cierto escándalo y temor 
por parte de algunos grupos de asociaciones de enfermos, en cuanto a la facilitación de determinados 
procedimientos médicos, guiados por la intención de aliviar al paciente, y al espinoso tema de la 
calidad de vida, que no figura en este proyecto de ley ni en su Exposición de Motivos, pero sí en las 
intervenciones de algunas delegaciones que visitaron la Comisión. Se trata de un concepto 
absolutamente errático, porque nadie es dueño de determinar que la calidad de vida de una persona es 
tan mala que no merece vivir y que se va a aliviar su sufrimiento haciendo lo que deba hacerse. 


Este proyecto no debe contener solamente cuestiones de procedimiento a resolver. Me parece que debe contar 
con el vertimiento de la información a la ciudadanía, con la discusión amplia, con los foros donde se pueda 
evaluar su aceptación, y aún así, ser sumamente prudentes en las soluciones. Me parece que no estamos 
hablando de una ley que deba ser sancionada rápidamente; no me parece que eso sea bueno, porque la 
velocidad conspira contra el fin en un tema tan delicado. Vuelvo al ejemplo de Cataluña, donde llevó dos 
legislaturas de discusión y de debate. Acá está pasando algo similar. Y ya no como Juez sino como 
ciudadano, considero que este proyecto no puede ser sancionado sin una cierta idea de cómo va a repercutir y 
sin hacer determinadas proyecciones de evaluación en cuanto a lo que es ahora y a cómo va a ser después, 
con las mejoras que se puedan hacer a los artículos. También debe analizarse lo que ocurre ahora en otros 
países y, entre otras cosas, tener en cuenta la evaluación que se ha hecho en aquellos donde se adoptaron 
soluciones legales sobre el testamento vital. Es importante saber si están conformes o disconformes, si fueron 
demasiado permisivos y se pasaron para el otro lado con las soluciones de eutanasia pasiva, etcétera. 


En definitiva, lo que planteo es que este tema no puede ser encarado pensando que es un debe, que está en la 
agenda, porque como están involucrados muchos valores e intereses, algunos más atendibles que otros, 
algunas soluciones son más posibles de perfeccionar que otras. De repente algunas no pueden ser 
perfeccionadas de ninguna manera y entonces, la solución legal para algunas cuestiones debe implicar un 
momento de reflexión. La ley es buena si sirve para dar un marco a algo que lo requiere; está claro que 


quienes presentaron el proyecto consideran que es así, y si esa es la voluntad del soberano, el marco deberá 
ser llenado con las mejores herramientas para que se cumplan las intenciones enunciadas en la Exposición de 
Motivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es realmente importante que cada vez que se discuta un proyecto de ley en el 
Parlamento los actores involucrados vengan a dar su opinión. Esa es siempre la norma y en este 
proyecto, que refiere a la vida, esto es mucho más importante y trascendente. Por eso hemos querido 
que en el análisis de este proyecto de ley podamos escuchar las voces de todos aquellos que tienen que 
ver con él. En ese sentido, el aporte que nos hace esta delegación es sin duda trascendente. 


Nosotros, que hemos sido los autores de este proyecto conjuntamente con el señor Diputado Washington 
Abdala, no desconocemos su importancia. Quiero recordar a los presentes que eran dos proyectos que se 
elaboraron por separado y que se encontraron en un período muy corto en el Parlamento, lo que hizo que 
tratáramos de unirlos; uno tenía como tema el testamento vital y otro el derecho del paciente terminal. Tal vez 
algunas de las personas u organizaciones que vinieron a dar su opinión consideraron que estos dos asuntos no 
tenían que ser abordados en forma conjunta, pero ese es otro tema. 


Algunos de los aspectos que se tocaron aquí son de enorme importancia y quiero hacer dos aclaraciones. 


En primer lugar quiero aclarar que como autor del proyecto y luego de haber escuchado diversas opiniones, 
estoy cada vez más convencido de que tanto en la redacción como en los conceptos, vamos a tener que 
incorporar algunos elementos. Luego de haber escuchado opiniones tan fundadas como la que hemos 
recibido hoy, estoy absolutamente convencido de ello. 


En segundo término, este proyecto tuvo una característica de garantismo, tal vez de exceso de garantismo en 
función de los temas. Ese exceso de garantismo y las opiniones que se han vertido nos generan dudas acerca 
de seguir transitando algunas de las instancias que aquí proponemos y pongo como ejemplo lo que hace a la 
decisión de la judicatura, en este caso, de los jueces penales. Hay argumentos que nos hacen pensar que por 
lo menos hay que volver a analizar este tema. Los argumentos manejados por esta delegación son válidos y 
seguramente sean tomados en cuenta en la redacción final. 


Es cierto que con este proyecto no debemos apurarnos, pero también lo es que esta es la segunda Legislatura 
en que lo tratamos. 


Por otra parte, no es que no haya habido un debate público. En el desarrollo del análisis de este proyecto -que 
lleva unos años- ha habido mesas y foros que han tratado el tema. Es más: el próximo viernes, la Sociedad de 
Nefrología incluyó este tema en una de las mesas del Congreso de Nefrología, como lo han hecho otras 
sociedades científicas. También ha habido al respecto encuestas públicas, algunas formales y otras 
informales. Cada vez que se ha hecho un debate, generalmente en los medios de comunicación, ha habido 
mucho interés por parte de la gente, la que en general está a favor de esto, aunque creo que en un marco 
general pero no en el conocimiento estricto de cada uno de los temas que acá se plantean que, evidentemente, 
no llegan al conocimiento público y que pueden en determinado momento generar algunas objeciones. 


En ese sentido, y sin querer agotar la discusión, considero realmente importante el aporte que nos hicieron, el 
que será incorporado al análisis. Estamos terminando la ronda de entrevistas con las organizaciones y con las 
asociaciones relacionadas con el tema -las comenzamos a recibir en la Legislatura pasada- y estamos en la 
etapa de la redacción definitiva del proyecto de ley. 


Nosotros participamos de la idea de que tiene que haber una regulación legal; estamos convencidos de ello. 
Esa regulación ya existe en otros países y es cierto que tenemos que evaluar los resultados obtenidos en ellos 
luego de aplicarla, cosa que no hemos hecho. 


Sin duda sería un avance para el país la elaboración de un proyecto de ley que concentrara en él estos 
conceptos sin que quedasen dudas. Y esto es a veces lo difícil; lo decía el doctor Reyes: este articulado tiene 
que ser modificado en algunos de sus aspectos porque quedan dudas a la hora de proceder a su interpretación, 
y en esto no debe quedar ninguna duda. 


En ese sentido, ojalá que el proyecto definitivo sea el reflejo de lo que quiere la sociedad en cuanto a la 
regulación de este tema. 


SEÑOR REYES.- Espero que el elenco de observaciones formuladas no sea visto como una actitud 
negativa hacia el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, por favor; entendemos perfectamente cuál fue el espíritu con que fueron 
hechas. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Una vez que la delegación se retire, me gustaría hacer algunas 
consideraciones con versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Asociación de 
Magistrados del Uruguay. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


SEÑOR VEGA LLANES.- En primer lugar, tengo que hacer un reconocimiento al señor Presidente 
por su constancia. Todas estas intervenciones me llevan a pensar que esto no se puede arreglar. En este 
país tenemos preocupación cuando el individuo nace y cuando morimos. En el medio le damos palos y 
no pasa nada. Si alguien habla de regular alguna cosa en la etapa de la gestación o de la muerte, 
aunque en el medio le hayamos hecho vivir el calvario más espantoso, ahí aparecen las cuestiones 
filosóficas. En el medio de esos dos extremos no importa cómo viva. Si vive en la miseria más grande, 
importa tres carajos. Ahí aparecen las cuestiones. 


Yo creo que esta ley es absolutamente necesaria, médicamente necesaria, porque es una práctica que se 
enfrenta todos los días. Yo no quise decirlo al señor Juez -que vino con muy buena voluntad-, pero con eso 
uno se topa. Cuando uno toma este tipo de decisión, ello implica vivir o morir o, sin ser tan dramático, 
implica riesgos y un montón de cosas. 


La verdad es que esta situación está en un callejón sin salida, especialmente porque no está prioritariamente 
planteado a nivel de la población. El interés es de algunos que estamos en el tema y de otros que se acercan al 
problema. 


Entonces, me parece que es muy difícil trasladar esto al público en general y más difícil aún consultarlo, 
porque allí juegan otros elementos, de índole religioso, etcétera. 


Lo básico sería que la gente entendiera que la muerte forma parte de la vida, que el ciclo vital es nacer, 
crecer, reproducirse y morir. Morir está dentro del ciclo de la vida. El tema es que la medicina ha tenido un 
desarrollo tecnológico que le permite, de alguna forma, mantener la vida -me cuesta decirlo porque a veces 
eso no es vida-, al punto de que somos capaces de complicarle la vida a la gente y también la muerte. A veces 
se la complicamos a tal grado que hacemos sufrir en forma permanente ante situaciones que, como todos 
sabemos, no tienen salida. 


Nosotros hemos vivido un cambio en la medicina y hoy somos mucho más francos con los pacientes, que 
tienen derecho a saber y no se ocultan los hechos, salvo en aquellas situaciones en que sería una crueldad 
decir la verdad. En general he visto que tenemos una tendencia mucho más próxima a decir al paciente cuál 
es su enfermedad real y sus posibilidades. Espero que sea por humanidad y no por una cuestión legal, pero no 
estoy seguro. 


Esto que es un hecho normal de la medicina -lo digo con absoluta conciencia de que queda asentado en la 
versión taquigráfica-, cuando uno trata de llevarlo a la ley genera todas estas complicaciones. La verdad es 
que gustaría que el señor Presidente nos iluminara para ver hacia dónde vamos porque entre esto que 
acabamos de escuchar y lo que decían los escribanos, no puedo creer que a la gente la hagamos hacer un 
trámite ante un escribano para poder determinar su voluntad. No sé qué validez legal pueden tener otras 
cosas, pero hay que tener en cuenta que nadie está obligado. Que una ley permita hacer el testamento vital o 
lo que sea no quiere decir que los demás estén obligados a hacerlo. Es facultativo: uno puede o no puede. 


Muchas veces las sociedades tratan de que la gente viva en las condiciones que dictan las religiones. Yo 
respeto mucho a las religiones, pero no quiero vivir en las condiciones que estas me exijan, porque tengo 
derecho al libre albedrío, a elegir una cosa u otra. 


Esta es una ley absolutamente necesaria. Además, quien suscribe un testamento de este tipo, decide 
libremente optar por esto. No hacerlo alcanza para que sea una negativa. 


Pero realmente, es una ley que me parece muy difícil que llegue a tener consenso más allá de los estamentos 
políticos. Algunos otros estamentos no llegarán a ese consenso por no estar enterados o por no tener 
información sobre el tema, pero otros van a responder con sus prejuicios y no en función de la libertad de 
pensamiento que esto exige. 


Ojalá que usted tenga un camino para mostrarnos, porque yo la veo difícil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No soy yo quien tiene que marcar el camino. Hemos sido autores de un 
proyecto que ponemos a consideración de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. En último 
caso, será esta Comisión -que está analizando el proyecto- la que indique el camino. 


Por supuesto que en lo personal vamos a tratar de ir confirmando lo que nosotros en su momento creímos y 
seguimos creyendo en cuanto a la necesidad de regular este asunto. 


El señor Diputado decía la principio -no sé si le entendí bien- que, habiendo tantos problemas entre el 
nacimiento y la muerte sobre los que este Parlamento tiene necesidad de legislar, tal vez este tema no debería 
ser incluido en una agenda parlamentaria. 


SEÑOR VEGA LLANES.- El señor Presidente me entendió mal. 


Lo que yo digo es que uno tiene la impresión de que en la sociedad se remueven las cosas cuando hablamos 
del comienzo de la vida y del final, pero entre medio a nadie le importa mucho la suerte de los seres 
humanos. 


A mí me hace gracia cuando se dice, cuando hablamos del tema del aborto -para llamar a las cosas por su 
nombre-: "Nosotros defendemos la vida". Pero defender la vida no es solo permitir el nacimiento, sino que el 
niño tenga un desarrollo acorde con sus derechos. Pero resulta que esos derechos después no son tenidos en 
cuenta. Lo mismo cabe decir cuando se sostiene que uno no puede asistir al bien morir. Me parece que esa es 
una de las funciones que también tenemos los médicos: asistir al bien morir, que no se muera en condiciones 
indignas para un ser humano. 


La sociedad parece preocupada por los dos extremos, pero en el medio, aun en temas de salud, no le interesa 
demasiado. Creo que este tema es muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincidimos en que, sin ninguna duda, los problemas de discusión más 
importantes al momento de elaborar una ley de esta naturaleza se plantean alrededor de todos los 
fenómenos que tienen relación con la iniciación y la finalización de la vida. El proyecto sobre salud 
reproductiva dio lugar a un sinfín de observaciones y discusiones, tal como lo plantea el señor 
Diputado. Yo creo que la incorporación de elementos filosóficos, religiosos y éticos es normal y debe 
estar en la discusión. En los últimos años, todo esto se ha trasladado a la discusión parlamentaria, por 
ejemplo, con motivo del tratamiento del proyecto de ley relativo a la regulación de algunos aspectos de 
la donación de órganos y transplantes, que en el caso de muerte violenta trasladaba al Juez competente 
el consentimiento correspondiente. 


El de la muerte digna es otro tema vinculado con la muerte, e incluye aspectos que no tienen que ver con la 
decisión médica. De todos modos, tendría que existir una regulación que en el caso de pacientes terminales 
diera al médico y al paciente las garantías necesarias, pero esta es una cuestión discutible. 


El señor Diputado Vega Llanes decía que, de alguna manera, esperaba que fuera yo quien condujera el 
trámite de este proyecto pero, personalmente, creo que en esto está comprometida toda la Comisión, que 


viene analizando esta iniciativa desde la Legislatura pasada. Nosotros tenemos la obligación de procesar 
todas las discusiones y luego, entre todos, decidiremos si el proyecto seguirá o no adelante. 


Estamos en la etapa de recibir a las últimas delegaciones invitadas; solo faltan la Cátedra de Oncología y la 
Comisión de Ética de la FEMI, que ya concurrió en otras instancias. Posteriormente, nos abocaremos al 
análisis del proyecto y de todos los aportes, para concluir si seguimos o no adelante con la iniciativa. En caso 
de que esto prospere, tendremos que elaborar la mejor redacción posible -la actual tiene grandes falencias-, 
de modo de recoger los conceptos que se quieren plasmar y que no quede lugar a dudas. A mi juicio, 
deberíamos avanzar con el proyecto y darnos los tiempos necesarios para concretarlo con la mejor redacción 
posible. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Con respecto a este proyecto tendremos que buscar la forma de 
transitar los últimos cien metros. Creo que el señor Diputado Vega Llanes aspira a que en este tema, 
todos -la sociedad, los legisladores y todos los implicados- dejemos de decir "Gre", "Gre" y digamos 
"Gregorio". Veo que nuestro amigo, el señor Diputado Vega Llanes, está asintiendo. 


Aun cuando haya enormes divergencias entre la sociedad civil, los partidos políticos y los demás implicados, 
sería bueno que se llegara a un consenso final. 


Creo que la intención era que el señor Presidente, por su calidad de coautor y por su veteranía en el tema, 
encarrilara estos últimos cien metros, tal vez recibiendo a los últimos invitados y cerrando la agenda, porque 
con los insumos que tenemos ya es suficiente. Por nuestra parte, podemos comprometernos a estudiar a fondo 
los antecedentes parlamentarios y todo el material que nos proporcionaron las distintas delegaciones 
invitadas. 


También instaría al señor Presidente y al otro coautor del proyecto a que elaboraran el texto definitivo, para 
lo cual podrán contar con el aporte de cualquier otro legislador que, obviamente, estará a las órdenes para 
colaborar. 


El señor Diputado Vega Llanes se refería a la esencia humana que, para mí, tiene dos componentes básicos. 
Uno de ellos es lo que tiene implicancia divina -aclaro que lo digo desde el punto de vista de alguien que no 
practica ninguna religión pero siente profundísimo respeto por ellas-, como la gestación de la vida y su 
alumbramiento, y la muerte. Como decía el colega, se le da trascendencia divina a estas instancias pero no a 
todo lo que transcurre en el medio, para enfrentar lo cual muchas veces se necesitaría ayuda de los dioses, 
pero esta no aparece; ni siquiera vemos que los hombres, con nuestros gestos cotidianos, mejoremos la vida 
de los demás. 


Otro de los componentes de la esencia del ser humano es la mitad hipócrita. De nuestros padres, los monos, 
aprendimos a hacer una prensa con nuestras manos, y lo primero que hicimos fue agarrar un garrote y pegarle 
a otro para quedarnos con lo que tenía y arrastrar a una mujer de los pelos hasta la cueva, como se ve en los 
dibujitos de "Los Picapiedras". 


En definitiva, el hombre siente respeto y admiración por lo divino pero también tiene su parte de hipocresía, 
y es muy difícil conjugar ambos aspectos. Por eso, cuando en la tapa de los diarios o en la televisión se dan 
determinadas noticias, es muy fácil que varios agarren un cartel y salgan a manifestar. Nos pasa con 
cuestiones relacionadas con la gestación, el alumbramiento de la vida y también con la muerte, pero para lo 
cotidiano, para lo de todos los días, es difícil conseguir que alguien salga de su mundo y nos acompañe a dar 
una mano a los demás. 


Esto pretende ser solo una reflexión. Quienes intentamos transitar nuestra vida sin hipocresía, haciendo algo 
por los demás y tomando al toro por las guampas queremos dar un final a este tema, por más árido que sea. 
Estoy absolutamente dispuesto a darle un final, como hacemos en nuestra práctica como médicos. Después 
de los Diez Mandamientos -lo dice alguien que no práctica la religión- se ha escrito muy poca cosa más que 
sirva. Los médicos, si nos guiamos por nuestra formación, por la deontología médica, por nuestras normas 
éticas y bioéticas, todos los días hacemos muy bien las cosas que debemos hacer. Lo que sucede es que en 
este momento en que hay muchos "lobbies" y los temas legales son predominantes en la vida, a los colegas 
esto les cuesta mucho. Cuando un paciente está en el absoluto final de su vida, a pesar de que en el cuarto 
médico sabemos que el último antibiótico que apareció en la última página de Internet para la última 


complicación no lo va a mejorar nada y no es necesario, igual se lo ponemos -me incluyo- en la historia 
clínica, por eso que pasa en este mundo moderno que hace que la gente muchas veces deba pagar por cosas 
que, si todos fuéramos menos hipócritas, no pagaría. 


Estas son solo reflexiones, pero de mis palabras se debe desprender mi opinión con respecto a la finalización 
del proyecto y al curso que se debe seguir. 


SEÑOR OLANO LLANO.- En primer lugar, en este tema todos los que somos médicos 
conceptualmente entendemos qué es lo queremos, porque hemos vivido situaciones de este tipo. Con 
respecto a este asunto hay una visión concéntrica entre los que somos médicos y los que no lo son. Los 
que no son médicos no quieren sufrir y los que somos médicos, no queremos sufrir y, además, 
queremos dar marco legal a una práctica diaria que es nuestra preocupación constante, ya que a veces 
se toman decisiones que pueden rondar lo ilegal y aparejarnos consecuencias jurídicas. 


En segundo término, quiero manifestar al señor Presidente que se quede tranquilo porque no le vamos a decir 
que este es su proyecto, que siga adelante y que se defienda como pueda. No le va a pasar como a Chiquito 
Saravia que dijo: "A la carga", y cuando miró para atrás solo iban tres borrachos con él y los demás se habían 
quedado atrás. Entonces, no tenga miedo porque desde Chiquito Saravia hasta ahora los blancos no estamos 
acostumbrados a esas conductas. 


En tercer lugar, por el ejercicio de la práctica médica tengo claro que el trabajo de los médicos es aconsejar y 
no imponer tratamientos. El día que me quedó claro esto, la medicina se me hizo muchísimo más fácil. Al 
principio, cuando uno recién se recibe, resulta difícil decirle a una paciente: "Mire doña, usted tiene que 
operarse de tal cosa. Usted me dice que está tomando las gotas mágicas del doctor Sequeira o del doctor 
Llano, pero yo le digo que esto va a empeorar y usted se va a morir. Si quiere tomar las gotas y no operarse, 
yo lo escribo en la historia y usted se va". En definitiva, ese es un derecho del paciente. Entonces, nosotros 
aconsejamos y no imponemos tratamientos. 


Quiero comentarles que antes de ser ginecólogo hice emergencia durante muchos años. Es más: vivía de la 
emergencia; en Salud Pública en Treinta y Tres hacía cuatro guardias por semana. Para ser sincero, debo 
decir que en aquellas épocas terminé reanimando a todos los pacientes, inclusive a los que estaba convencido 
de que no tenían ningún tipo de vuelta. Lo hice porque, en la práctica, todos hemos visto morirse al más sano 
y a veces también hemos visto que el paciente que creíamos no tenía ningún tipo de solución, al mes andaba 
caminando por la calle. Entonces, ante el eventual error o la dificultad tremenda de saber realmente si una 
persona tenía alguna posibilidad de vivir, en aquellas épocas decidí reanimar a todo el mundo, inclusive al 
paciente del cual se decía: "Si para, no lo vamos a reanimar". 


De manera que no sé si llegado el momento yo usaría esta ley. Sí creo -como dije al principio- que nuestro 
trabajo es aconsejar, porque el paciente tiene derecho a decidir qué hacer con su vida. Por lo tanto, comparto 
que en una ley se consagre el derecho del paciente a decidir qué va a hacer con su vida y -por qué no- se 
ampare a los médicos que decidan tomar las acciones que hoy están tomando sin tener un marco jurídico 
adecuado. Por eso comparto que este proyecto siga adelante aunque no sé si llegado el momento estaría de 
acuerdo con formar parte de los órganos que tomen la decisión. 


Como consecuencia de lo que acabo de decir, me surge una duda: ¿qué pasa si el paciente tiene el testamento 
vital pero el médico tratante, por razones filosóficas, religiosas o quién sabe cuáles, no comparte la toma de 
esa decisión? 


También tengo muchas otras dudas, que tendremos que ir despejando en el transcurso de las próximas 
reuniones. Creo que este proyecto tiene que ingresar en la recta final porque no puede estar "in eternum” en 
el Parlamento; de lo contrario, en el Período 2010-2015 -yo no voy a estar acá- el señor Diputado Gallo 
Imperiale todavía va a estar discutiendo sobre el proyecto de testamento final. Pero no sé si la recta final de 
esta iniciativa es de cien metros, como señalaba el señor Diputado Asqueta Sóñora. Tengo la responsabilidad 
de asumir el compromiso de que este proyecto esté en la recta final, pero tenemos que discutirlo y afinarlo 
bien. 


Como decía, tengo otras dudas. El artículo 1* establece: "Toda persona capaz tiene derecho a oponerse a la 
aplicación de tratamientos y/o procedimientos médicos que prolonguen su vida con dolor, angustia o daño, en 


una situación de enfermedad terminal, incurable o irreversible". Tengo dudas -en algún momento esto se 
conversó en la Comisión con alguno de los invitados, pero no recuerdo con cuál- con respecto a qué etapa de 
la enfermedad terminal, incurable o irreversible nos referimos. A lo mejor, habría que agregar: "en la que se 
estén aplicando tratamientos que prolonguen la vida artificialmente" o aclarar: "cuando haya muerte 
cerebral". Una enfermedad puede ser terminal porque estimamos que el paciente se va a morir en diez días, 
pero ¿cuándo empieza lo terminal? ¿Cuánto tiempo antes de la muerte? ¿Dónde está esa definición?. El 
artículo dice: "terminal, incurable o irreversible". Irreversible es la enfermedad de un diabético, pero no es 
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terminal. Tal vez habría que sacar la "o" y poner una "y". Creo que habría que precisar un poco más estos 
elementos. 


El artículo 2” dice que para escribir el testamento vital tendrá que manifestarse consentimiento ante escribano 
público, y establece una cantidad de condiciones de los dos testigos que debe tener. Después, el artículo 9* -si 
no entendí mal- refiere al paciente que no hizo testamento vital. Establece: "En caso de que el paciente, como 
consecuencia de su enfermedad incurable, terminal o irreversible, no pueda expresar su voluntad conforme al 
artículo 2*," -se refiere al paciente que por su enfermedad no pudo hacer el testamento con el escribano, los 
dos testigos, etcétera; luego me aclararán este punto- "la suspensión de los tratamientos o procedimientos 
médicos que implica el ejercicio del derecho reconocido en el artículo 1%, será una decisión fundada de su 
médico tratante, la que deberá ser avalada bajo las mismas formalidades del artículo 5*, por el cónyuge del 
paciente o el pariente más próximo (...)". O sea que cuando la persona está sana se le exige un escribano y 
testigos con determinadas condiciones. Pero si se enferma y su condición no permite que se cumplan los 
pasos del escribano y los testigos, deciden respecto al hecho sobre el cual el enfermo hubiera decidido en su 
testamento vital, con todas las condiciones de garantía, el médico tratante, el cónyuge, el pariente más 
próximo por consanguinidad, etcétera, justamente, quienes no están habilitados para ser testigos según lo 
establece el artículo 2”. Puede ser que yo esté interpretando mal, pero según entiendo, en mi testamento vital 
no puedo poner como testigo a mi hijo porque puede ser parte interesada ya que me hereda. Sin embargo, si 
no quiero hacer el testamento porque quiero vivir enchufado al respirador cinco años si es necesario, después, 
mi hijo, a quien la ley inhabilita a ser testigo del testamento vital que no quise hacer porque puede ser parte 
interesada, es el que termina decidiendo, porque yo no le puedo decir: "No m'hijo, déjelo al tata que se muera 
solo nomás". Puedo estar equivocado pero me parece un poquito contradictorio, porque el artículo 2* 
establece una cantidad de garantías y el 9” no establece garantías del mismo nivel, y además, otorga la 
decisión a quienes están inhabilitados para ser testigos de la opción que toma el ciudadano ante escribano 
cuando aún está sano. 


Por otra parte, me parece -tal vez esto no agregue ninguna solución, simplemente dudas- que no hay 
elementos objetivos en los cuales basar la decisión de los órganos que se mencionan en el artículo 10. Esto 
significa que en una misma situación de salud que ocurra en dos departamentos distintos, la mutualista, el 
Juez, la Comisión de Bioética, etcétera, posiblemente no tomen la misma decisión. Desde el punto de vista 
legislativo, es, precisamente, lo que se trata de evitar: distintas decisiones frente a iguales situaciones. 


Por último, con respecto al artículo 1? cuando dice: "(...) tratamientos y/o procedimientos médicos que 
prolonguen su vida con dolor, angustia o daño (...)", yo opino que puede haber un tratamiento para un 
paciente terminal -porque no se define cuán terminal es o cuán cerca de la muerte está- que, aunque sea 
doloroso, luego de terminado, significará que esa persona va a sobrevivir mejor el tiempo de vida que le 
quede. Ni qué hablar que la angustia es un elemento absolutamente incuantificable, y nadie sabe si la 
angustia que tiene hoy el paciente mañana no la va a tener más, y lo que hoy es una razón para suspender un 
tratamiento mañana puede no serlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no tengo ninguna duda de que la redacción de este anteproyecto no es la 
más adecuada. Comparto muchas de las observaciones que realizó el señor Diputado, y creo que la 
reubicación de los conceptos en la redacción habrá que recogerla en la discusión del articulado. 


Por otra parte, vamos a tener que ponernos de acuerdo respecto a dónde apunta este proyecto. Me parece que 
la redacción que le dimos no da la definición exacta. Por estado terminal entendemos el de una enfermedad 
que tenga esas características. No es a la enfermedad terminal. Me parece que por ese lado nos hemos 
empantanado un poco. Estamos hablando de un estado terminal de una enfermedad que tenga la característica 
de irreversible e incurable; no de la enfermedad en sí, sino de su estado terminal. Algunos conceptos que se 
han manejado por parte de invitados a la Comisión, por ejemplo, Ariel Rodríguez, nos demuestran que si no 
entendemos a dónde estamos apuntando para legislar esto, será mucho más difícil. Entonces, debemos 


determinar con claridad cuál es el período terminal, así como también las enfermedades y sus características. 
Pero no la enfermedad en sí sino su estado terminal, y, en definitiva, todos nosotros, que somos médicos, 
sabemos hacia dónde estamos apuntando, porque lo hemos vivido, y, en lo que me es personal, quizás un 
poco más por mi especialidad, por razones obvias, que me ha hecho vivir con mucho más frecuencia la 
suspensión del tratamiento. Sabemos de qué estamos hablando: de ese estado terminal último donde estamos 
aportando toda una tecnología agresiva que sabemos que, en definitiva, apunta a ese momento. Entonces, me 
parece que nos vamos a poner de acuerdo en la definición concreta de lo que queremos, si es eso o no. Creo 
que ese punto estará en la discusión inicial. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Creo que el señor Presidente da en el clavo, porque, además, es el 
autor del proyecto. El artículo 1” va a timonear la parte final, porque si los integrantes de la Comisión 
hubiéramos discutido este proyecto sin invitados, no hubiéramos discutido el artículo 1” porque los 
cuatro miembros titulares que somos médicos tenemos muy claro que no se nos cruzaría por la cabeza 
discutir un caso de Alzheimer en su estado inicial, que, como bien decía el señor Diputado Olano Llano, 
es una enfermedad irreversible. 


Lo que quiero decir con esto es que creo que el señor Presidente da en el clavo: todos tenemos muy claro a 
qué nos estamos refiriendo, pero tendríamos que especificarlo muy bien sin que terminemos en un artículo 
enunciativo, porque sería un tratado. Si se trata de un diabético con las dos piernas amputadas, con un 
accidente vascular encefálico y con una insuficiencia cardíaca que no le permite desplazarse ni en silla de 
ruedas, bueno, es terminal e irreversible aun con el tratamiento. Quizás esa persona quiera culminar su vida, 
pero no así otra persona que tiene un neoplasma, que también está absolutamente terminal y caquéctica, pero 
que tiene sus facultades mentales en buen estado y quiere ver a sus nietos dos meses más. Es un tema muy 
pero muy complejo. Creo que solo en la afinación del artículo 1* va a estar la luz para seguir adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 9” tampoco tiene la redacción adecuada. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Exacto. El artículo 9” plantea algunas opciones curiosas. Quienes no sirven 
para testigo porque frente al escribano son parte interesada, cuando ya no puedo hablar, me limpian. 
Pero, además, tiene la potestad de hacer un testamento vital, in situ y sin escribano, pero no de 
revocarlo. Es algo curioso porque normalmente quien tiene la potestad de hacer algo también la tiene 
de deshacerlo. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- El espíritu del artículo 9” es que los representantes legales decidan por 
las personas en cualquier circunstancia de su vida. Coincido con el señor Diputado Olano Llano en que 
hay que amalgamar estos aspectos, porque siempre alguien tiene que resolver por quien está 
incapacitado. Eso es muy claro. 


En cuanto al artículo 10%, creo que todos coincidimos en que nombra demasiadas figuras para formar el 
tribunal de alzada pero, en definitiva, las opiniones siempre van a ser diferentes. Aunque esto sea resuelto por 
un tribunal de ética o por dos médicos en una especie de junta médica, las opiniones van a ser siempre 
diferentes. Si los Diputados Vega Llanes y Olano Llano rapiñan, cada uno en su pueblo, un cartón de cigarros 
porque va a elevarse el precio por el IVA, un Juez puede determinar menor pena para uno y otro Juez una 
pena mayor para el otro, según las circunstancias del caso y los antecedentes. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


